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SEÑORES 

HONORABLES MAGISTRADOS DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 

(REPARTO) 

E. S. D. 

 

 

 

JOSÉ MARÍA TÁMARA MADARRIAGA, varón, mayor de edad, identificado 

civilmente con la cedula de ciudadanía número 73.106.497 expedida en Cartagena (Bol.); 

abogado titulado, inscrito y en ejercicio; portador de la T.P. No. 73.120 expedida por el H. 

C. S. de la J.; con domicilio y residencia en la ciudad de Cartagena de Indias D. T. y C. 

(Bol.), con lugar de habitación específicamente ubicada en el Barrio San Diego Calle de la 

Carbonera o Cra. 10. No. 38-83, y Dirección de Correo Electrónico jurxtam@gmail.com, 

coincidente “… con la inscrita en el Registro Nacional de Abogados y Auxiliares de la 

Justicia del Consejo Superior de la Judicatura”. Les manifiesto que, concurro muy 

respetuosamente ante el Honorable Cuerpo Colegiado, por medio del presente memorial, 

ostentando mi condición de apoderado judicial del señor JOSÉ ARAMIS TORRES 

BALLESTAS, varón, mayor de edad, con domicilio y residencia ubicados en la ciudad de 

Cartagena de Indias D. T. y C. (Bol.) con objeto de instaurar “Acción de Tutela” contra las 

siguientes entidades públicas: FISCALÍA SÉPTIMA (7) DELEGADA ANTE EL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE CARTAGENA BOLÍVAR (SALA PENAL)) 

representada por el  Dr. JOSÉ ANDRÉS OLIVEROS RAMÍREZ, FISCALIA 

SECCIONAL DIECISIETE (17)  DE CARTAGENA (BOLÍVAR), representada para el 

día de la “Resolución de Apertura de  Instrucción Penal, el Dr. PAULO XAVIER 

ROMERO JULIO; servidores públicos mayores de edad, con domicilio y residencia 

ubicados en la ciudad de Cartagena de Indias D. T. y C. (Bol.)  y contra el Señor JUEZ 

TERCERO PENAL DEL CIRCUITO MIXTO CON FUNCIONES DE 

CONOCIMIENTO DE CARTAGENA, representada legalmente por la Dra. JEINNY 

YANETH CUELLO MURILLO, Mayor de edad, con domicilio y residencia en esta 

ciudad, o quien haga sus veces al momento de su notificación, lo anterior, por haberse 

vulnerado o transgredido entre otros Derechos Fundamentales Constitucionalmente 

estatuidos como lo son EL DEBIDO PROCESO y por ende concomitante a ello al 

DERECHO A LA DEFENSA al incurrirse en un DEFECTO PROCEDIMENTAL 

dando lugar a esta determinada CAUSAL ESPECÍFICA DE PROCEDIBILIDAD, por 

la indebida aplicación de normas de derecho sustancial que me habilita para recurrir a 

esta figura jurídica subsidiaria. Todo, con fundamento en los siguientes: 

  

HECHOS 

 

1- Refiere mi poderdante que, para el año de 1971 la señora RITA MADERO DE 

AHUMEDO, solicitó ante los estrados judiciales apertura de sucesión intestada del 

señor IGNACIO AHUMEDO BARRIOS (q.e.p.d.) 

 

2- Cuenta mi asistido que, la señora RITA MADERO DE AHUMEDO, a través de 

un contrato de venta de derechos herenciales, enajenó para la fecha Seis (06) de 

Diciembre de Mil Novecientos Setenta y  

 

Uno (1.971), un bien inmueble relicto consistente en un lote de terreno ubicado en la 

ciudad de Cartagena de Indias d. T. y C. (Bol.), específicamente en el barrio El 

Bosque, calle o callejón Fuentes. 

 

3- Comenta el señor JOSE ARAMIS TORRES BALLESTAS, que a través de 
apoderado judicial hizo parte de la sucesión y le fue adjudicada en la partición el 

inmueble descrito anteriormente. 
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4- Indica mi representado que, después de transcurrido en exceso más de 
“Veintiocho (28) Años” de haberle sido adjudicada y registrada en la Oficina 

de Registro de  

 

Instrumentos Públicos de Cartagena (ORIPC) el bien inmueble objeto de la 

celebración del contrato de la venta de los Derechos Herenciales, la Sra. SILVIA 

POLONIA AHUMEDO MADERO para el Día Once (11) del mes de Julio de Dos 

Mil Catorce (2014) instaura denuncia penal en su contra (JOSE ARAMIS 

TORRES BALLESTAS) y otras personas, por el presunto punible de “Fraude 

Procesal” y otros. Termino señalado más que en exceso suficiente para que el Señor 

Fiscal de manera oficiosa y motivada hubiese declarado indubitada e 

incuestionablemente la Prescripción de la Acción Penal; en otras palabras no daba 

lugar para que el instructor penal determinará por la “Apertura de la 

Instrucción Criminal”; evento jurídico que frenaba de Ipsofacto, ya la Indagación, 

ora la Investigación Penal en su fase propiamente dicha. 

 

5- Narra mi prohijado que, el Nueve (09) de Septiembre de Dos Mil Catorce (2014) se 

profiere Resolución donde se dispone en su atestación la Apertura Formal de la 

Instrucción Penal en contra de los desafortunados sindicados en referencia; esto, 

repito cuando ya la Acción Penal se encontraba en exceso abismalmente 

“¡Prescrita!”. 

 

6- Manifiesta mi mandatario que, abandonando el carácter sustantivo y adjetivo de la 
normatividad penal, el Instructor Criminal había perdido las facultades legales de 

edificar o construir siquiera los “Pininos de una Indagación, ora de una Investigación 

Penal”, puesto que constitucional, legal y jurisprudencialmente le estaba vedado o 

prohibido objetiva y palpablemente hacer; esto, en el entendido que por el factor del 

tiempo ya el Estado había perdido su competencia instructiva y punitiva; es 

decir, la Autoridad Competente ya había perdido sus funciones de competencia 

para el caso de marras. 

 

7- Esgrime mi poderdante que, el señor fiscal sin tener ya competencia para iniciar o 
avocar el conocimiento se extralimitó en sus funciones al continuar ya con rictus 

tinturado de dolo las ulteriores fases investigativas; esto, con el fin de complacer al 

denunciante, abriéndole el camino al pronunciamiento del fenómeno jurídico del 

restablecimiento del derecho, contrariando groseramente la ley y así poder 

restituirle el bien inmueble a quien supuestamente le pertenece.  

 

8- Cuenta mi ahijado que, la sanción que recae sobre el Estado de no dar inicio a la 

Indagación o Investigación Penal con tiempo, obedece a la negligencia de la persona 

o personas interesadas a quien o a quienes les resulta vano o tardíamente el 

calificativo de sujeto (s) pasivo (s) de delito o de víctima (s). 

 

9- Advierte mi protegido que, el Señor Fiscal se pronuncia con desacierto y desatino 
profiriendo conforme a providencia el “Cierre de la Investigación”, calificando en 

efecto el mérito sumarial con Resolución de Preclusión, cuando de manera oficiosa 

asimilando en ejecución el principio de la favorabilidad también por mandato legal  

 

de carácter sustantivo obligadamente debió o estaba llamado a declarar 

anticipadamente la  “Preclusión de la Investigación”,  esto en el entendido “... que 

la actuación no podía iniciarse...” {Artículo 39 del C.P.P. (Ley 600 de 2000)} por 

cuanto ya se había causado o había nacido a la vida jurídica la “Prescripción de la 

Acción Penal”, principalmente cuando dicho errado pronunciamiento no causó los 

efectos de la “Interrupción de la Acción Penal” de lo que ya pretéritamente se 

encontraba prescrito. Resultando con todo esto, que las experticias con tónica de 

averiguar los supuestos punibles, no solo ya no solo era ineficaz, sino inútil, 

inconducente e impertinente. Puesto que claramente ya el Estado representado 

por el poder judicial había perdido su “Competencia” para “Imponer 
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determinada Sanción Penal”, generándose con ello una “... comprobada existencia de 

UNA IRREGULARIDAD SUSTANCIAL QUE AFECTA EL DEBIDO 

PROCESO Y POR ENDE EL DERECHO DE DEFENSA 

 

 

 

 

 

10- Informa mi representado que, el defensor entrante interpuso recurso de apelación 
contra dicha decisión correspondiéndole el conocimiento al señor FISCAL 

SEPTIMO DELEGADO ANTE EL TRIBUNAL SUPERIOR DE 

CARTAGENA SALA PENAL, Dr. JOSE ANDRES OLIVEROS. 
 

11- Comunica mi representado que, su defensor presentó NULIDAD CONTRA 

TODO LO ACTUADO, con fundamento a que el Señor Fiscal Seccional 17 de 

Cartagena (Bol.) no tenía competencia para avocar conocimiento o indagación 

penal de dicha denuncia, puesto que la misma con antelación a su presentación 

se encontraba prescrita la Acción Penal. 

 

12- El señor FISCAL SEPTIMO DELEGADO ANTE EL TRIBUNAL SUPERIOR 

DE CARTAGENA SALA PENAL Dr. JOSE ANDRES OLIVARES 

RAMIREZ, al resolver el recurso de apelación, sin análisis u observación alguna de 

la actuación surtidas que estructuran el plenario y con una valoración errada 

argumenta con gran irregularidad o alteración de la realidad jurídica con el fin de 

negar el recurso y dentro de dicha Resolución de manera unilateral resuelve la 

NULIDAD, fundamentando entre sus argumentos lo siguiente:  

 

 “destacándose en este punto desde la vinculación de los aquí 

sindicados, mediante diligencia de indagatoria estuvieron 

acompañados de apoderados de confianza y con acceso total al 

expediente, mas sin embargo en ningún momento se opusieron a la 

investigación...”  

 

Si observamos bien, en el expediente el señor fiscal solo observó el surtimiento de 

la “INDAGATORIA”, más se infiere que su abogado de confianza en cuanto a su 

presencia dentro de la fase investigativa fue irregular; esto, por no decir que en 

extremo fue nula, máxime cuando ni el mismo fue notificado de Resolución que e… 

quedando claramente demostrado con ello, que el procesado quedó acéfalo de 

defensa en el entendido que este solo asistió a la Indagatoria. 

 

DE LA DESATENCIÓN DE PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL 

 

LOS SEÑORES FISCALES SEPTIMO DELEGADO ANTE EL TRIBUNAL 

SUPERIOR DE CARTAGENA EN SALA PENAL Y EL SEÑOR FISCAL 

SECCIONAL 17 DE CARTAGENA, desatendieron entre otras, el pronunciamiento 

jurisprudencial constitucional Como fue la ( SENTENCIA STP12129- 2015 Radicación 

n° 81689 ) ( QUIEN DEBIA APLICARSE PARA ESTE ASUNTO). 

 

Por otro lado, ante el señor JUEZ TERCERO PENAL DEL CIRCUITO DE 

CARTAGENA (BOLÍVAR) MIXTO CON FUNCIONES DE CONOCIMIENTO, se 

le solicitó a fin de que realizara sobre los pronunciamientos o resoluciones un CONTROL 

DE LEGALIDAD; petición que resultó vana infructuosa; en el entendido a que el Señor 

Juez manifestó, lo siguiente contestación realizada a través del correo electrónico: 

 

“Informándole que a este despacho no ha sido repartido el proceso 

objeto de su requerimiento, por lo que es imposible algún 

pronunciamiento sobre dicha actuación judicial hasta tanto no sea 

asumido el conocimiento de la misma, de resulta procedente. Si llegara a 

ser repartido a este despacho el proceso objeto de su solicitud, asumido el 
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conocimiento dentro del respectivo traslado del art. 400 de la ley 600 de 2000, 

tendrá la oportunidad de hacer las solicitudes pertinentes” (Negrillas fuera del 

texto)   

 

PETICIONES 

 

Honorables Magistrados de la Corte Suprema de justicia,  con esta tutela no se trata que sea 

esta una segunda instancia pues, lo resuelto por la EL FISCAL SECCIONAL 17 Y EL 

FISCAL SEPTIMO DELEGADO ANTE TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO 

JUDICIAL DE CARTAGENA SALA DE DECISIÓN PENAL, es una resolución 

violatoria de derechos fundamentales y contra esta providencia en estos momentos no 

procede otro medio de defensa, por lo que solo se quiere que cese la violación de los 

derechos fundamentales que han sido violados, por los señores fiscales, por lo que solicito a 

ustedes se sirvan hacer las siguientes declaraciones   

 

1- Sírvase proteger los derechos fundamentales de IGUALDAD, DEBIDO PROCESO 

Y DERECHO DE DEFENSA E INDUBIO PRO REO por haber sido violados 

POR LA VIA DE HECHO por parte del FISCAL 17 SECCIONAL DE 

CARTAGENA, representado en ese momento por el Dr. PAULO XAVIER 

ROMERO JULIO o quien haga sus veces al momento de su notificación y la 

FISCALIA SEPTIMA DELEGADA ANTE EL TRIBUNAL SUPERIOR DEL 

DISTRITO JUDICIAL DE CARTAGENA SALA DE DESICION PENAL, 

representada por el Dr. JOSE ANDRES OLIVEROS RAMIREZ 

 

2- Sírvase DEJAR SIN EFECTO todo lo actuado por LA FISCALIA SECCIONAL 

17 DE CARTAGENA, desde el auto que avoca conocimiento de fecha 9 de 

SEPTIEMBRE del año 2014 hasta la resolución de preclusión y restablecimiento 

del derecho representado por el Dr. PAULO XAVIER ROMERO JULIO Y 

ratificada POR LA FISCALIA SEPTIMA DELEGADA ANTE EL TRIBUNAL 

SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE CARTAGENA, de fecha 22 de 

octubre del año 2022 Representada por el Dr. JOSE ANDRES OLIVEROS 

RAMIREZ 
 

3- SIRVASE  ORDENAR A LA FISCALIA SEPTIMA DELEGADA ANTE EL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE CARTAGENA SALA PENAL O EN SU EFECTO 

A LA FISCALIA SECCIONAL 17, representado por el Dr. PAULO XAVIER 

MURILLO JULIO, para que en el término de 48 horas profiera una nueva resolución 

dentro del proceso Penal Seguido en contra del señor JOSE ARAMIS TORRES, 

teniendo en cuenta las consideraciones hechas en las múltiples providencias emitidas 

por esta sala, la corte suprema de justicia y la Corte Constitucional con referente 

a la actuación de la fiscalía cuando ya una conducta punible se encuentra 

PRESCRITA desde antes de la presentación de la denuncia  

 

MEDIDA CAUTELAR DE MANERA URGENTE  

 

Sírvase ORDENAR A LA FISCALIA GENERAL DE LA NACION SECCIONAL 17  

LA SUSPENSIÓN DE CUALQUIER ACTUACION o de la diligencia de lanzamiento por 

orden del Fiscal Seccional 17 como Restablecimiento del Derecho o la ejecución de la 
decisión y que se evite un irreversible PERJUICIO IRREMEDIABLE Y GRAVE, toda 

vez que si se logra hacer el lanzamiento de las personas que habitan e inmueble se causan 

una pluralidad de graves y grandes perjuicios.  

 

Fundamento la anterior petición en el Art. 7º de la ley 2591- de 1991, que a su tenor se 

contrae 

 

“Artículo 7: Medidas provisionales para proteger un derecho. Desde la 

presentación de la solicitud, cuando el juez expresamente lo considere 

necesario y urgente para proteger el derecho, suspenderá la aplicación del 

acto concreto que lo amenace o vulnere.  
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Sin embargo, a petición de parte o de oficio, se podrá disponer la ejecución o 

la continuidad de la ejecución, para evitar perjuicios ciertos e inminentes al 

interés público. En todo caso el juez podrá ordenar lo que considere 

procedente para proteger los derechos y no hacer ilusorio el efecto de un 

eventual fallo a favor del solicitante.  

 

La suspensión de la aplicación se notificará inmediatamente a aquél contra 

quien se hubiere hecho la solicitud por el medio más expedito posible. 

 

El juez también podrá, de oficio o a petición de parte, dictar cualquier medida 

de conservación o seguridad encaminada a proteger el derecho o a evitar que 

se produzcan otros daños como consecuencia de los hechos realizados, todo de 

conformidad con las circunstancias del caso. 

 

El juez podrá, de oficio o a petición de parte, por resolución debidamente 

fundada, hacer cesar en cualquier momento la autorización de ejecución o las 

otras medidas cautelares que hubiere dictado” 

 

De lo anterior se colige, que la medida provisional, instituida en el artículo 7 del Decreto 

2591 de 1991 tiene como finalidad la suspensión de un acto concreto que presuntamente 

amenaza o vulnera un derecho fundamental; teniéndose siempre como fin el de evitar que la 

amenaza al derecho que se invoca y que produzca un daño más gravoso que haga que el 

fallo de tutela carezca de eficacia en caso de ser amparable el derecho. Como su nombre lo 

indica, la medida es provisional mientras se emite el fallo de tutela, lo cual significa que 

la medida es independiente de la decisión final. –  

 

En tal sentido, el Juez Constitucional, podrá adoptar la medida provisional que considere 

pertinente para proteger el derecho, cuando expresamente lo considere necesario y urgente. 

Esta es una decisión discrecional que debe ser “razonada, sopesada y proporcionada a la 

situación planteada”. 

 

INTERÉS JURÍDICO 

 

Tenemos interés Jurídico, en solicitar la declaratoria de NULIDAD CONSTITUCIONAL 

y que se declare; además de la ilegalidad de los actos que constituyen típicas VÍAS DE 

HECHO, con violación de los Derechos Fundamentales, violados por parte de los 

Accionados; teniendo en cuenta, que las conductas investigadas por presuntos delitos ya se 

encontraban en extremo prescritas al momento de la presentación de la denuncia penal, 

violándose en efecto Derechos Fundamentales  

 

Constitucionales, solicitándose en consecuencia su amparo inmediato por afectación o 

agravio jurídico grave y directo; esto para lograr un equilibrio jurídico y social de Derechos 

Fundamentales vulnerados; puesto que no sobra reiterar, que la presunta conducta 

investigada, se encuentra prescrita desde hace más de 28 años. Por tanto, no se aplicó la 

norma objetiva de la prescripción, se me desconoció ese derecho de la aplicación 

preferencial de las normas favorables o permisivas a la restrictivas o desfavorables, se violó 
una gama de derechos fundamentales como: el derecho de igualdad que tenemos todos los 

ciudadanos colombianos para la sanción y; para los efectos de investigados, se me 

violentaron derechos fundamentales constitucionales como el de defensa y al debido 

proceso como prevalentemente como disposición superlativa lo establece el Artículo 29 de 

la CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA 

 

PRUEBAS 

 

MUY RESPETUOSAMENTE ME DIRIJO A USTED PARA QUE SE SIRVA 

OFICIAR AL SEÑOR FISCAL SECCIONAL 17 PARA QUE ENVIEN VIA 

CORREO ELECTRONICO A SU DESPACHO COPIA DE TODA LA ACTUACION 

SURTIDA en el expediente radicado bajo el número 251-088 
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COPIA DE LA RESOLUCION DONDE SE RESUELVE SITUACION 

JURIDICA DE LOS PROCESADOS  

 

 

 

COPIA DONDE SE CALIFICA EL SUMARIO  

 

COPIA DE LA PROVIDENCIA EMITIDA POR EL SEÑOR FISCAL SEPTIMO 

DELEGADO ANTE EL TRIBUNAL SUPERIOR DE CARTAGENA SALA PENAL 

 

Copia de los pantallazos emitido por el juzgado tercero penal del circuito de 

Cartagena con funciones de conocimiento  

 

JURAMENTO 

 

Bajo la gravedad del juramento manifiesto que tanto mi poderdante como el suscrito 

manifestamos que no se ha puesto en conocimiento ni incoado ninguna acción judicial ante 

autoridad competente, así como de la presente acción de tutela, por los relevantes hechos 

aquí narrados. 

 

FUNDAMENTO DE DERECHO 

 

Los anteriores hechos constituyen una violación o amenaza a los derechos fundamentales 

constitucionalmente reconocidos o establecidos como: a la igualdad, debido proceso, 

derecho de defensa,  por cuanto han  sido vulnerados por los servidores públicos: 

FISCAL DIECISIETE (17) SECCIONAL UNIDAD DE DESCOGESTION LEY 

600/2000 y SEPTIMO (7º.) DELEGADO ANTE EL TRIBUNAL SUPERIOR DEL 

DISTRITO JUDICIAL DE CARTAGENA (BOLÍVAR)… pues, la jurisprudencia de la 

Corte Constitucional ha sido muy enfática en manifestar  la protección de estos derechos 

que hoy se están invocando a su despacho,  sean protegidos y es que desde hace tiempo tiene 

dicho la Corte (CSJ. SP. 13 oct. 1994, rad. Nº 8690)  

 

en cuanto proseguir y culminar una causa sin que la respectiva acción penal se 

halle vigente constituye un quebrantamiento por parte del juez de las normas y 

principios que rigen la legitimidad del juicio y el derecho de defensa, intereses 

bajo amparo constitucional. Por ello, "repugnaría a un sentimiento general de 

justicia que se considerara válida una sentencia proferida en un proceso que no 

podía adelantar el juez por haberse extinguido en él la facultad punitiva del 

Estado 

 

“ Que adelantar el juzgamiento de un ciudadano luego de que el Estado ha 

perdido por extinción de la acción la potestad sancionatoria frente a una  

conducta típica, constituye transgresión de las garantías constitucionales sobre 

legalidad del juicio, con violación del debido proceso y del  derecho de defensa, 

pues ocurrido ese fenómeno por el transcurso ininterrumpido del término 

señalado por la ley para su configuración, el funcionario está en la obligación de 

declarar la prescripción, de la cual deriva para la persona imputada el 

reconocimiento de su presunción de inocencia” 

 

De la misma manera se pronunció la corte en sentencia de tutela STP12129-2015 

Radicación n° 81689, la cual manifiesta  

 

En tales condiciones, sin lugar a dudas, el organismo instructor se apartó de la 

normativa procesal aplicable al asunto, pues en lugar de iniciar una 

investigación con fundamento en una denuncia por hechos prescritos más de 

cuarenta años atrás, ha debido dictar resolución inhibitoria, conforme a lo 

normado en el artículo 327 de la Ley 600 de 2000:  
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RESOLUCIÓN INHIBITORIA. El Fiscal General de la Nación o su delegado, 

se abstendrán de iniciar instrucción cuando aparezca que la conducta no ha 

existido, que es atípica, que la acción penal no puede iniciarse o que está 

demostrada una causal de ausencia de responsabilidad. (Subrayas propias).  

 

Evidentemente, la prescripción de la acción penal constituye una causal 

objetiva que impide abrir investigación, por tanto, en vez de hacerlo, en este 

caso el ente acusador ha debido proferir resolución inhibitoria. Como 

consecuencia de lo anterior, la Fiscalía no podía posteriormente ordenar el 

restablecimiento del derecho, ya que lo hizo con ocasión de un proceso que 

nunca debió haber iniciado.  

 

Ahora bien, es necesario explicar que aunque el restablecimiento del derecho 

es una medida de carácter intemporal, (que fue la razón por la cual las 

determinaciones confutadas la adoptaron, pese a la prescripción de la acción 

penal), en un caso como el presente, dicha regla no puede ser aplicada  

 

Lo que no puede admitirse es que, como en el presente asunto, la medida se 

decrete con ocasión de un proceso que no podía ser iniciado, en virtud de la 

previa consolidación del fenómeno prescriptivo; pues con ello se avalaría la 

apertura de investigaciones con la única finalidad de obtener el 

restablecimiento de los derechos presuntamente vulnerados varias décadas 

atrás, lo cual conduciría a desnaturalizar la razón de ser y función social de la 

jurisdicción penal 

NOTIFICACIONES: 

DE LOS ACCIONADOS:  

 

FISCALÍA SEPTIMA DELEGADA ANTE EL TRIBUNAL DE CARTAGENA sala 

penal a través del correo electrónico fernando.pereira@fiscalia.gov.co  

 

A LA FISCALIA SECCIONAL 17 a través del correo electrónico 

darleins.almanzap@fiscalia.gov.co  

 

Dirección Física.- Barrio Crespo. Calle 66. Edificio Hocol. Tercer y Cuarto piso 

respectivamente.  

 

JUZGADO TERCERO PENAL DEL CIRCUITO DE CARTAGENA a través del 

correo electrónico j03pctocgena@cendoj.ramajudicial.gov.co  

o en el Centro de servicios judiciales de la ciudad de Cartagena  ubicado en la plazoleta 

Benkos Bioho  

 

DE LOS TERCEROS CON INTERESADOS EN LAS RESULTAS  

 

RITA MADERO DE AHUMEDO: Bajo la gravedad del juramento manifiesta mi 

poderdante al igual que el suscrito desconocer la dirección del correo electrónico de la 

señora RITA MADERO DE AHUMEDO.  

 

COMO ACTUALES PROPIEARIO  

 

CLARA HERRERA, BEATRIZ TORRES HERRERA, JOSE AMARIS TORRES 

HERRERA JIMMY TORRES HERRERA, quienes pueden ser notificado en el correo 

electrónico claucerve@outlook.es, 

 

DEL ACCIONANTE: Las recibirá en la ciudad de Cartagena de Indias D. T. y C. 

(Bolívar). Barrió las Gaviotas. Manzana 53. Lote 16. Cuarta (4ª.) Etapa.  

 

Correo Electrónico jtorrezh@hotmail.com  

 



JOSE MARIA TAMARA MADARRIAGA 
            ASUNTOS CIVILES, PENALES, FAMILIA, LABORAL, POLICIVO, DISCIPLINARIOS 

DIRECCIÓN BARRIO SAN DIEGO CALLE LA CARBONERA O CRA 10  No 38-83 
     TEL 301-2718712  Email.jurxtam@gmailcom 

Cartagena Bolívar 
El suscrito las recibirá en la secretaria de su despacho o en la oficina de abogado 

ubicada en el Centro de la ciudad de Cartagena de Indias D. T. y C. (Bolívar). Barrió 

San Diego. Calle de la Carbonera o Cra. 10. No 38-83  

 

 

 

O a través del correo electrónico  jurxtma@gmail.com  

 

 

Cordial y respetuosamente de Uds. Honorables Magistrados.- 

 

             
JOSÉ MARÍA TÁMARA MADARRIAGA 

C.C. 73.106.497 exp, en Cartagena (Bol.)  

T.P. 73.120 exp. por el H. C. S. de la J. 

Dir. Elec. jurxtam@gmail.com   
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